	Acción o medio de control. Nulidad y Restablecimiento del Derecho.

	Radicado. 19001333300720150044601

	Demandante. Luz Marina Piamba Mamián

	Demandado.  Municipio de La Vega 

	Fecha de la sentencia. Febrero 15 de 2016  

	Magistrado ponente. Carlos Hernando Jaramillo Delgado.

	Descriptor. Diferencias entre prescripción y caducidad en una demanda por contrato realidad.

	Restrictor 1. La prescripción se refiere al término decantado por la jurisprudencia para que el interesado reclame ante la administración el reconocimiento y pago del contrato realidad, y la caducidad del medio de control se refiere al término para la interposición de la acción pertinente. No pueden tomarse como equivalentes. 



	Restrictor 2. El fenómeno jurídico de la prescripción no es causal de rechazo de la demanda.

	Resumen del caso. La actora solicitó se declare la nulidad del acto producto del silencio administrativo ficto, ante la reclamación efectuada a la Alcaldía Municipal de La Vega, Cauca.

A título de restablecimiento del derecho, pidió se declare que entre ella y el Municipio existió una relación laboral, entre el 1 de septiembre de 1986 y el 30 de diciembre de 1994, y que se reconozcan, liquiden y paguen las prestaciones sociales y emolumentos dejados de percibir.

El Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito de Popayán, por auto de 19 de noviembre de 2015, rechazó la demanda de la referencia, sustentado en que había operado el fenómeno jurídico de la caducidad.



	Problemas jurídicos. ¿Fue acertada la decisión del a quo de rechazar la demanda con fundamento en que la reclamación administrativa para el reconocimiento del contrato realidad, debía hacerse en un plazo no mayor a tres años de la terminación del vínculo que había entre las partes?

¿El fallador confundió los conceptos de caducidad y prescripción? 



	Decisión. Revoca auto de primera instancia que rechazó la demanda y ordena hacer nuevamente el estudio de admisión de la demanda. 

	Razón de la decisión. 

El Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito de Popayán asentó que según la jurisprudencial del Consejo de Estado, para demostrar la existencia de la relación laboral y el consecuente reconocimiento de las prestaciones, la reclamación ante la administración debía elevarse dentro de los tres años siguientes a la finalización del vínculo contractual. Razonó que en el caso en estudio, el vínculo finalizó en diciembre de 1994 y que la reclamación se elevó después de superado el término indicado por la jurisprudencia, en el año 2015. Concluyó entonces que prescribió el derecho a reclamar la existencia de la relación laboral y el consecuente reconocimiento de las prestaciones, por lo que operaba la caducidad del medio de control y tras lo cual ese asunto no era susceptible de control judicial, lo que daba lugar al rechazo de la demanda.

Posición en la que se evidencia que el Juzgado confunde la prescripción con la caducidad, y que la asume como presupuesto procesal del medio de control y como causal de rechazo de la demanda. 

La confusión radicó en que el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito de Popayán aludió a la prescripción, esto es, al término decantado por la jurisprudencia para que el interesado reclame ante la administración el reconocimiento y pago del contrato realidad, y entendió que equivalía a la caducidad del medio de control, es decir, al término para la interposición de las acciones pertinentes; además, que el Juzgado instituyó a la prescripción como causal de rechazo de la demanda, cuando no está así prevista en el artículo 169 del CPACA.

En este sentido, la Sala considera acertado el cargo de la apelación, en el que se manifiesta que la prescripción no se encuentra dentro del artículo 169 del CPACA como supuesto para el rechazo de la demanda, y que el juez excedió sus facultades en el estudio de la admisión o rechazo de la demanda al pronunciarse sobre dicho fenómeno.

Así pues, en aplicación del parámetro jurisprudencial arriba trascrito, la Sala revocará el auto apelado, por cuanto se fundó en el fenómeno jurídico de la prescripción que, como se vio, no es causal de rechazo de la demanda. 


	Observación del Despacho sobre la relevancia de la sentencia (el por qué de su novedad, su reiteración de posición, su cambio de postura jurisprudencial).

En esta providencia se reitera que la caducidad y la prescripción son dos fenómenos jurídicos diferentes, y se resalta que la prescripción no es un presupuesto procesal de la acción ni casual de rechazo de la demanda.
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SEGUNDA INSTANCIA

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, contra el auto de 19 de noviembre de 2015, proferido por el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito de Popayán, mediante el cual se rechazó la demanda.

I. ANTECEDENTES

1. La demanda

La señora Luz Marina Piamba Mamián, por medio de apoderado y en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, enderezado en contra del municipio de La Vega, Cauca, solicitó que:

Se declare la nulidad del acto producto del silencio administrativo ficto, ante la reclamación recibida el 6 de marzo de 2015 por la Alcaldía Municipal de La Vega, Cauca.

A título de restablecimiento del derecho, se declare que entre ella y el Municipio existió una relación laboral, entre el 1 de septiembre de 1986 y el 30 de diciembre de 1994, y que se reconozcan, liquiden y paguen las prestaciones sociales como cesantías (sic), intereses a las cesantías, vacaciones, primas y demás, así como aportes a salud, pensión y riesgos profesionales, y otras prerrogativas y emolumentos dejados de percibir. Fls. 35 a 48 C. ppal.

2. El auto apelado o de rechazo de la demanda
El Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito de Popayán, por auto de 19 de noviembre de 2015, rechazó la demanda de la referencia, porque había operado el fenómeno jurídico de la caducidad.

En el auto trascribió el artículo 138 y el artículo 164 del CPACA, e hizo algunas consideraciones con base en la jurisprudencia y en la doctrina sobre la caducidad.

Puso de presente que el Consejo de Estado, Sección Segunda, en pronunciamiento de 9 de abril de 2014, radicado interno 131-13, explicó que el término para reclamar la existencia del contrato realidad no debía exceder del término de prescripción de los derechos de 3 años contados desde la finalización del vínculo que haya existido. 

De lo anterior, resaltó que, cuando se pretende demostrar la existencia de una relación laboral, su reconocimiento debe solicitarse a la administración dentro de los tres años siguientes al rompimiento del vínculo.

Bajo este parámetro, juzgó que la docente laboró con la entidad bajo la modalidad de contratos de prestación de servicios, desde el 1 de septiembre de 1986 hasta el 30 de diciembre de 1994, y que la reclamación en sede administrativa solo se elevó el 2 de marzo de 2015, por lo que “es extemporánea, dado que han trascurrido más de tres años desde que terminó la relación contractual con el Municipio de la Vega – Cauca, de manera que como consecuencia, ha prescrito el derecho a reclamar la existencia de dicha relación y pago de las prestaciones que de ella se derivan, lo que conlleva a determinar consecuentemente que el medio de control ha caducado y por lo tanto el asunto ya no es susceptible de control judicial, por lo que se rechazará la demanda.” Fls. 52 a 54 C. ppal.

3. El recurso de apelación

La parte demandante, en tiempo oportuno, interpuso recurso de apelación contra la decisión anterior. 

Dijo que la providencia desconocía el principio de la primacía de la realidad sobre las formas, porque soslaya la oportunidad de que se reconozca la existencia de un contrato realidad en sede judicial.

Explicó que la demanda se encaminó en contra del acto ficto producto del silencio administrativo ante la petición de 2 de marzo de 2015, por lo que son aplicables los literales c y d, del artículo 164 del CPACA, según los cuales, no hay caducidad del medio de control cuando se dirige contra actos fictos o contra actos que reconocen o niegan prestaciones periódicas. Subrayó que dicha normatividad es aplicable a la demanda, porque se dirige contra un acto ficto en el que, además, se negaron prestaciones periódicas.

Sostuvo que el juez excedió sus facultades en el estudio de la admisión o rechazo de la demanda, al pronunciarse sobre el fenómeno de la prescripción, el cual no se encuentra dentro del artículo 169 del CPACA, como supuesto para el rechazo de la demanda.

Indicó que la jurisprudencia del Consejo de Estado y en una providencia de este Tribunal, se consideró que no podía predicarse la prescripción extintiva de los derechos prestacionales derivados del contrato realidad, porque en estos eventos, la sentencia es el acto constitutivo, antes del cual no es dable reclamar dichas prestaciones.

Con base en lo anterior, pidió que se revoque el auto y que, en su lugar, se disponga la admisión de la demanda. Fls. 56 a 62 C. ppal.

II. CONSIDERACIONES

1. Del asunto a resolver 
Según se desprende de los antecedentes, a la Sala le corresponde establecer si la demanda de la referencia debió ser rechazada, con fundamento en que la reclamación administrativa para el reconocimiento del contrato realidad, debía hacerse en un plazo no mayor a tres años de la terminación del vínculo que había entre las partes.

2. Juicio de la Sala

Esta misma Sala en un asunto semejante, en proveído de 9 de diciembre de 2015, radicado 2015 00285, explicó que la prescripción es diferente de la caducidad, y que no constituye causal de rechazo de la demanda. La Sala sostuvo que no compartía “la determinación adoptada por el Juez de Primera Instancia para rechazar la demanda, pues avalar el entendimiento según el cual caduca el medio de control cuando opera la prescripción en materia del contrato realidad, y por ende procede el rechazo de la demanda, que es en síntesis el apotegma del Juez A quo, implicaría, por un lado, pasar por alto la elemental diferencia entre el fenómeno de la prescripción y la caducidad, y por otro asumir extrañamente la prescripción como un presupuesto procesal del medio de control, y a su vez, como una causal de rechazo de la demanda. “

Sobre la distinción entre prescripción y caducidad, puso de presente que el Consejo de Estado aclara lo siguiente:
“La Sala precisa, en primer término, que el fenómeno jurídico de la caducidad difiere sustancialmente del de la prescripción. El primero hace referencia al término que tiene el interesado para interponer las acciones que tenga a su alcance con el fin de buscar la protección de sus derechos, es decir, se predica del ejercicio del derecho de acción; mientras que la prescripción es el fenómeno mediante el cual el ejercicio de un derecho se adquiere o se extingue con el solo transcurso del tiempo, de acuerdo a las condiciones descritas en las disposiciones que para cada situación se dicten bien sea en materia adquisitiva o extintiva”.

Y que en complemento ha dicho también:

“El término de caducidad es de orden público; está dispuesto por la ley, se cumple inexorablemente y no puede ser suspendido, renunciado o prorrogado por voluntad particular. La prescripción, por el contrario, puede o no ser alegada; es posible renunciarla, suspenderla o interrumpirla y, en cuanto al fondo, su finalidad consiste en adquirir o extinguir un derecho. La prescripción, a diferencia de la caducidad, no es procesal ni de orden público, sino particular y relativa al fondo de la controversia.”

Señaló que prescripción es un alegato que le compete a la parte interesada, que puede esgrimir o no, y que cuestiona el fondo del asunto, en tanto que cuestiona el reconocimiento de un derecho. Que de otra parte está la caducidad, que es un verdadero presupuesto procesal del medio de control, en tanto que define el término legal de su ejercicio para efectos de la presentación de la demanda, y que en los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho corresponde al contenido en el artículo 138 del CPACA, esto es, dentro de los 4 meses siguientes a su notificación, comunicación o publicación.    

Puntualizó que la caducidad debe evaluarse al momento de la admisión de la demanda, aunado a que en dicho momento procesal no deben examinarse aspectos que atañen al fondo del asunto, según se desprende del siguiente aparte jurisprudencial:  

“La caducidad como presupuesto procesal de la acción debe examinarse por el juez al momento de decidir sobre la admisión de la demanda. De advertirse de entrada que la demanda fue presentada fuera del término legal, es obvio que sobrevenga el rechazo de plano de la demanda (artículo 143 del C.C.A), pues sería contrario al  principio de economía procesal que se tramitara y fallara una acción que fue presentada extemporáneamente. El examen preliminar debe hacerse a partir de la confrontación de la fecha de notificación, comunicación o publicación el acto, según el caso, con la fecha de presentación de la demanda. De modo que si de esa confrontación se concluye, sin mayor esfuerzo, que ha operado la caducidad habrá que rechazarse de plano la demanda. Sin embargo, el juez no puede exceder el análisis a puntos que constituyen el fondo del asunto, pues entraría a decidir una cuestión de fondo que no es procedente al momento de admitir la demanda sino en el fallo.”

Descendiendo al caso que se resolvía, explicó que no debía entenderse la prescripción como un presupuesto del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, “pues sabido es que los presupuestos procesales del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, son la capacidad jurídica y procesal de las partes, la interposición de los recursos obligatorios y el ejercicio oportuno de la acción (la caducidad),
 mas no así la prescripción, por ser obviamente un aspecto íntimamente ligado al fondo del asunto. 
Por último, subrayó que las causales de rechazo de la demanda son las taxativamente consagradas en el artículo 169 del CPACA, dentro de las cuales no se encuentra la prescripción, por lo cual no es factible considerar por este motivo el rechazo de la demanda.  Aclaró que la causal 3ª del artículo 169 del CPACA, consistente en que el asunto no sea susceptible de control judicial, “está referida a que sólo es factible demandar los actos definitivos, que según el artículo 43 del CPACA, son “los que decidan directa o indirectamente el fondo del asunto o hagan imposible continuar la actuación”. Disposición que obviamente no se aviene al caso estudiado”. 

3. Caso concreto

En la demanda de la referencia, se pretende que se declare la existencia de un contrato realidad entre la señora Luz Marina Piamba y el municipio de La Vega, Cauca, fundado en los contratos de prestaciones de servicios, como docente, desde el 1 de septiembre de 1986 hasta el 30 de diciembre de 1994.

Sobre dichos contratos se aportaron diferentes certificaciones, a folios 4 a 5, copia de los contratos a folios 6 a 9, y una certificación de tiempo de servicios a folio 10 y 32, documentos con los cuales se establece que la señora Piamba Mamián prestó sus servicios como docente, a través de contratos de prestación de servicios, de los cuales, el último finalizó el 30 de diciembre de 1994.

En la demanda se consigna que la reclamación del contrato realidad ante el municipio de La Vega, Cauca, se elevó el 25 de marzo de 2015, y se recibió por la entidad el 6 de marzo de 2015. Fl. 35.

El Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito de Popayán asentó que según la jurisprudencial del Consejo de Estado, para demostrar la existencia de la relación laboral y el consecuente reconocimiento de las prestaciones, la reclamación ante la administración debía elevarse dentro de los tres años siguientes a la finalización del vínculo contractual. Razonó que en el caso en estudio, el vínculo finalizó en diciembre de 1994 y que la reclamación se elevó después de superado el término indicado por la jurisprudencia, en el año 2015. Concluyó entonces que prescribió el derecho a reclamar la existencia de la relación laboral y el consecuente reconocimiento de las prestaciones, por lo que operaba la caducidad del medio de control y tras lo cual es asunto no era susceptible de control judicial, lo que daba lugar al rechazo de la demanda.

Posición en la que se evidencia que el Juzgado confunde la prescripción con la caducidad, y que la asume como presupuesto procesal del medio de control y como causal de rechazo de la demanda. 

La confusión radicó en que el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito de Popayán aludió a la prescripción, esto es, al término decantado por la jurisprudencia para que el interesado reclame ante la administración el reconocimiento y pago del contrato realidad, y entendió que equivalía a la caducidad del medio de control, es decir, al término para la interposición de las acciones pertinentes; además, que el Juzgado instituyó a la prescripción como causal de rechazo de la demanda, cuando no está así prevista en el artículo 169 del CPACA.

En este sentido, la Sala considera acertado el cargo de la apelación, en el que se manifiesta que la prescripción no se encuentra dentro del artículo 169 del CPACA como supuesto para el rechazo de la demanda, y que el juez excedió sus facultades en el estudio de la admisión o rechazo de la demanda al pronunciarse sobre dicho fenómeno.

Así pues, en aplicación del parámetro jurisprudencial arriba trascrito, la Sala revocará el auto apelado, por cuanto se fundó en el fenómeno jurídico de la prescripción que, como se vio, no es causal de rechazo de la demanda. 

4.  Conclusión

Por las razones expuestas, la Sala estima que prospera la apelación, por lo que se revocará el auto apelado en el que se rechazó la demanda.

Por lo expuesto, se dispone:

Primero: Revocar el auto de 19 de noviembre de 2015, proferido por el Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito de Popayán, mediante el cual se rechazó la demanda. En su lugar, se ordena al Juzgado Séptimo Administrativo del Circuito de Popayán, que efectúe nuevamente el estudio de admisión partiendo de las consideraciones expuestas en la parte motiva de esta providencia.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE AL DESPACHO DE ORIGEN

Los Magistrados,

CARLOS H. JARAMILLO DELGADO
NAUN MIRAWAL MUÑOZ MUÑOZ

DAVID FERNANDO RAMÍREZ FAJARDO
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